
novecientas sesenta pesetas don Pedro Romo López, con el 
abono dé los atrasos dejados de percibir, condenando a la Admi­
nistración demandada al pago de dichas cantidades; sin expresa 
condena en costas. Firme que sea esta sentencia y con testimo­
nio de ella, devuélvase el expedienté administrativo al Centro 
de procedencia.

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.—Firmado y rubricado.»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo esta­
blecido en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso- 
Administrativa de 27 de diciembre, de 1956, ha dispuesto que se 
cumpla en sus propios términos la expresada condena.

Lo digo a V. I. para su conocimiento y efectos.
Madrid, 21 de julio de 1981.

FERNANDEZ ÓRDOÑEZi

Ilmo. Sr. Secretario Técnico de Relaciones con la Administra­
ción de Justicia.

20829 ORDEN de 28 de julio de 1981 por la que se dispone 
el cumplimiento de la sentencia dictada por la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audien­
cia Territorial de Valladolid, en el recurso con- 
tencioso-administrativo interpuesto por don Eusta­
sio Oliveros Tejedor.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo número 
536/80, seguido a instancia de don Eustasio Oliveros Tejedor, 
Auxiliar de la Administración de Justicia, que ha actuado en su 
propio nombre y representación, contra la desestimación presun­
ta—por silencio administrativo— del recurso de reposición inter­
puesto contra Resolución de la Dirección General de Justicia que 
ordenó al señor Habilitado de la Audiencia Territorial de Valla­
dolid practicar un descuento por el importe de ocho días de 
haber en los correspondientes al mes de enero de 1980, en cuyos 
autos ha sido parte el señor Abogado del Estado, en concepto de 
demandado y actuando en defensa de la Administración, se ha 
dictado sentencia por la Sala de lo Contencioso-Administratívo 
de la Audiencia Territorial de Valladolid, oon fecha 20 del 
pasado mes de mayo, cuya parte dispositiva dice así:

«Fallamos: Que, estimando la pretensión deducida por don 
Eustasio Oliveros Tejedor, contra la Administración General 
del Estado, anulamos por no .ser conforme al ordenamiento 
jurídico, la Resolución del Director general de Justicia de vein­
tiocho de diciembre de mil novecientos setenta y nueve y la 
desestimación presunta del recurso de reposición interpuesto 
contra ella y acordamos quedar sin efecto la sanción impuesta 
de pérdida de ocho días de haber, asi como la devolución 
al actor de la cantidad de nueve mil seiscientas diecinueve 
pesetas que por dicho concepto le fue retenida de l°s haberes 
del mes de enero de mil novecientos ochenta; sin hacer espe­
cial condena en las costas de este proceso.»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo estable­
cido en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi- 
nistrativa de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que se 
cumpla en sus propics términos la expresada sentencia.

Lo que digo a V. I. para 6u conocimiento y demás efectos.
Dios guarde a V. 1. muchos años.
Madrid 28 de julio de 1981—P. D., el Subsecretario, Enrique 

Linde Paniagua

Ilmo. Sr Secretario Técnico de Relaciones con la Administra­
ción de Justicia.

20830 ORDEN de 28 de julio de 1981 por la que se dispone 
se cumpla en sus propios términos la sentencia 
que se cita.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo promovido 
por el Letrado don José Blázquez Fuentes, en nombre y repre­
sentación de don Mariano Aristoy Abad, contra acuerdo del 
Ministerio de Justicia de 26 de diciembre de 1977, que desestimó 
el recurso de alzada interpuesto contra el de la Comisión Perma­
nente del Consejo Superior de Protección de Menores de 28 de 
septiembre de 1973, que le denegó el reingrso como funcionario 
en la Obra de Protección de Menores; habiendo sido parte en 
autos la Administración demandada, representada por el Abo­
gado del Estado; la Sala Segunda de lo Contencioso-Administra- 
tivo de la Audiencia Territorial de Madrid, ha dictado la sen­
tencia de 30 de mayo de 1981, cuya parte dispositiva dice asi:

«Fallamos: Que no dando lugar al recurso contencioso-admi­
nistrativo interpuesto por el Letrado don José Blázquez Fuentes, 
en nombre y representación de don Mariano Aristoy Abad,' debe­
mos declarar y declaramos ajustados al ordenamiento jurídico 
las resoluciones impugnadas y a que se contraen estos autos, 
absolviendo a la Administración de los pedimentos de la deman­
da contra ella deducida. Sin hacer expresa imposición de 
costas.*

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo dispuesto 
en los artículos 103 y siguientes de la Ley reguladora- de la 
Jurisdicción Contencioso-Administrativa, ha dispuesto se cumpla 
en sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 28 de julio de 1981.—P. D., el Subsecretario, Enrique 

Linde Paniagua.

Ilmo. Sr. Subsecretario de este Ministerio.

20831 ORDEN de 28 de julio de 1981 por la que se dispone 
el cumplimiento de la. sentencia dictada por la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audien­
cia Territorial de Valladolid, en el recurso conten­
cioso-administrativo interpuesto por doña María Isa­
bel López Sanz.

Ilmo. Sr..- En el recurso contencioso-admini6trativo número 
531/80, seguido a instancia de doña María Isabel López Sanz, 
Auxiliar de la Administración de Justicia, que ha actuado en su 
piropio nombre y representación contra la desestimación pre­
sunta, por silencio administrativo, del recurso de reposición 
interpuesto contra resolución de la Dirección General de Jus­
ticia que ordenó al señor Habilitado de la Audiencia Territorial 
de Valladolid, practicar un descuento por el importe de ocho 
dias de haber en ios correspondientes al mes de enero de 1980, 
en cuyos autos ha sido parte el señor Abogado del Estado en 
concepto de demandado y actuando en defensa de la Adminis­
tración, se ha dictado sentencia, por la Sala de lo Contencioso- 
Administrativo de la Audiencia Territorial de Valladolid con 
fecha 20 del pasado mes de mayo, cuya parte dispositiva 
dice así:

«Fallamos: Que estimando la pretensión deducida Por doña 
Maria Isabel López Sanz, contra la Administración General del 
Estado, anulamos por no ser conformes al ordenamiento jurí­
dico, la Resolución del Director general dé Justicia de veintiocho 
de diciembre de mil novecientos setenta y nueve y la desesti­
mación presunta del recurso de reposición interpuesto contra 
ella y acordamos quedar sin efecto la sanción impuesta de 
pérdida de ocho días de haber, así como la devolución al actor 
de la cantidad de nueve mil novecientas seis pesetas que por 
dicho concepto le fue retenida de los haberes del mes de enero 
de mil novecientos ochenta; sin hacer especial condena en las 
costas de e6te proceso.»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo estable­
cido en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Ad­
ministrativa de 27 de diciembre de 1956. ha dispuesto que se 
cumpla en sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a V. I. para su conocimiento y demás efectos.
Dios guarde a V. I. muchos años.
Madrid, 28 de julio de 1981—P. D., el Subsecretario, Enrique 

Linde Paniagua.

Ilmo. Sr. Secretario Técnico de Relaciones con la Administra­
ción de Justicia.

20832 ORDEN de 28 de julio de 1981 por la que se dis­
pone el cumplimiento de la sentencia dictada por 
la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Au­
diencia Territorial de Valladolid, en el recurso con- 
tencioso-administrativo interpuesto por don Maria­
no Herrero de la Puente.

Ilmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo número 
505/80, seguido a instancia de don Mariano Herrero de la Puen­
te, Auxiliar de la Administración de Justicia, que ha actuado 
en su propio nombre y representación contra la desestimación 
presunta, por silencia administrativo, del recurso de reposición 
interpuesto contra Resolución de la Dirección General de Justicia 
que ordenó al señor Habilitado de la Audiencia Territorial de 
Valladolid, practicar un descuento por el importe de ocho días 
de haber en los correspondientes al mes de enero de 1980, 
en cuyos autos ha sido parte el señor Abogado del Estado 
en concepto de demandado v actuando en defensa de la Admi­
nistración, se ha dictado sentencia, potr la Sala de lo Conten- 
cioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de Valladolid, 
con fecha 20 del pasado mes de mayo, cuya parte dispositiva 
dice asi:

«Fallamos; Que estimando la pretensión deducida por don 
Mariano Herrero de la Puente, contra la Administración General 
del Estado, anulamos por no ser conformes al ordenamiento 
jurídico, la Resolución del Director general de Justicia de vein­
tiocho de diciembre de mil novecientos setenta y nueve, y la 
desestimación presunta del recurso de reposición interpuesto 
contra ella y acordamos quedar sin efecto la sanción impuesta 
de pérdida de ocho días de haber, asi como la devolución al 
actor de la cantidad de doce mil seiscientas ochenta y dos pe­
setas que por dicho concepto le. fue retenida de los haberes de] 
mes de enero de mil novecientos ochenta; sin hacer especial 
condena en las costas de este proceso.».


